
Autonomía universitaria, 
evolución y fortalecimiento

Luis Felipe Guerrero Agripino

El impacto de la pandemia provocada por el covid-19, en sus 
múltiples dimensiones, se suma al universo de factores de transfor-
mación social, cultural y económica que han venido planteando, 
especialmente en las últimas dos décadas, la necesidad de efectuar 
cambios profundos en las Instituciones de Educación Superior.

La reflexión sobre su presente y futuro implica someter a 
revisión el principio de autonomía universitaria, desde la interpre-
tación de su fundamento normativo y en cuanto atributo de la vida 
de las comunidades universitarias.

La evolución del fundamento jurídico 
de la autonomía universitaria

Desde el año de 1980, la autonomía universitaria tiene su funda-
mento jurídico en la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos (en adelante, cpeum), el instrumento normativo de ma-
yor jerarquía del país, con lo cual se hizo explícito su carácter de 
bien público y prioridad del Estado. En lo que va de este siglo, 
han tenido lugar dos momentos en la evolución constitucional que 
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reconfiguran el modo en que debe construirse, sistematizarse, in-
terpretarse y orientarse la autonomía universitaria. 

El primero de ellos es la reforma constitucional del 10 de 
junio de 2011, en la cual se modificó el Artículo 1º de la cpeum: 
“En los Estados Unidos Mexicanos todas las personas gozarán de 
los derechos humanos reconocidos en esta Constitución y los trata-
dos internacionales con los que el Estado Mexicano sea parte […].”

Dicha modificación, por una parte, reforzó la idea de pro-
tección de derechos reconocidos mas no concedidos por el Estado 
y señaló expresamente que las autoridades administrativas, legis-
lativas y judiciales están obligadas a aplicar tales instrumentos 
internacionales. Por otra, la incorporación de “las personas” tiene 
una fuerza incluyente: para nacionales y no nacionales; y para per-
sonas físicas y jurídico colectivas. Además, se sustituyó la expresión 
“garantías individuales” por “derechos humanos”, introduciendo 
un marco de interpretación de profundo impacto en el ámbito de la 
educación, particularmente en lo que concierne a la revisión de todos 
los procesos educativos y de gestión institucional, en función de la 
promoción y salvaguarda de tales derechos.

El segundo momento tiene lugar con la reforma de los 
Artículos 3º, 31 y 73 de la cpeum, del 15 de mayo de 2019. Se 
trata de un punto de inflexión en el sistema educativo mexicano, en 
particular para la educación superior: se incorporan al primer pá-
rrafo del Artículo 3º de la cpeum los principios de obligatoriedad, 
gratuidad y universalidad en el nivel referido. 

En lo que concierne a la obligatoriedad de la educación su-
perior, la reforma establece una línea de congruencia con la reforma 
previa al Artículo Primero, en cuanto que se trata de un derecho 
humano reconocido en la Declaración Universal de los Derechos 
Humanos, la cual establece en su Artículo 26, párrafo 1, que la 
educación superior debe ser igual para todas las personas; el Pacto 
Internacional de los Derechos Económicos, Sociales y Culturales 
de las Naciones Unidas así lo ratifica en su Artículo 13, numeral 2, 
inciso c: “La enseñanza superior debe hacerse igualmente accesible 
a todos, sobre la base de la capacidad de cada uno, por cuantos 
medios sean apropiados, y en particular por la implantación pro-
gresiva de la enseñanza gratuita.”

El reconocimiento del derecho humano a la Educación 
Superior, aunado a otros principios, como el de universalidad –con 
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las consideraciones propias de la igualdad sustantiva acompañada 
de capacidades y méritos académicos– y gratuidad, establece un 
fundamento muy favorable para el desarrollo de la educación supe-
rior, por ejemplo, para aumentar la absorción del egreso del nivel 
medio superior. Sin embargo, agudiza los retos presentes, como la 
gestión de los recursos necesarios para asegurar el ejercicio de tales 
derechos. Aun bajo el principio de gradualidad para el cumplimien-
to paulatino del acceso universal y gratuito, la materialización de la 
reforma del año 2019 se ve muy complicada, aun en el largo plazo.

La reforma al Artículo 3º Constitucional aporta otros aspec-
tos que inciden cualitativamente en el quehacer de la Educación 
Superior, en particular en lo que se refiere a la construcción de una 
ciudadanía capaz de acoger y propiciar el desarrollo pleno de la 
riqueza de toda la diversidad espiritual, cognitiva, intelectual, cul-
tural, que caracteriza a la cartografía global de la sociedad, diversa e 
interdependiente. La fracción ii del artículo recoge varios princi-
pios conducentes a una formación integral –entendida como una 
educación para la vida– que resultan aplicables a los modelos peda-
gógicos de todos los niveles, como son: la educación basada en un 
enfoque de derechos humanos y de igualdad sustantiva, el fomento 
de valores y construcción de la base para una cultura de paz, susten-
tabilidad, equidad, inclusión e interculturalidad.

Es importante poner a la vista el contenido de la fracción 
vii del mismo artículo, relativa al modo en que convive la rec-
toría del Estado en la educación con la autonomía universitaria: 
“Corresponde al Estado la rectoría de la educación, la impartida 
por éste, además de obligatoria, será universal, inclusiva, pública, 
gratuita y laica.” Debe entenderse que la injerencia del Estado se 
fundamenta en una regulación completa e integral, que atañe a la 
Educación Superior en todo aquello que no se contraponga a los 
principios generales de la autonomía universitaria. De manera que 
la demarcación referida, entre la rectoría del Estado y el ejercicio 
de la autonomía para el cumplimiento de los fines de la educa-
ción, no actúa como una frontera de límites nebulosos, sino que 
abre la posibilidad de interactuación a perspectivas complemen-
tarias en la consecución de un objetivo común.
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La ampliación del contrato social académico

La evolución del marco jurídico que confiere la cpeum a la au-
tonomía universitaria, aunada a las transformaciones sociales de 
las últimas dos décadas repercuten profundamente en las alianzas 
que hacen posible el cumplimiento de los fines de la Educación 
Superior. El logro de los fines superiores educativos en cuanto que 
atañen al Estado y a la universidad, desde la instauración de la au-
tonomía, ocurre en el marco de una dinámica en equilibrio que 
se traduce en un contrato social académico tácito entre ambas ins-
tancias (Rojas, 2000). Hoy se vuelve indispensable extender dicho 
pacto y su equilibrio a múltiples alianzas potenciales a lo largo de 
todo el entramado social. Ante la brecha entre la situación nacional y 
el desiderátum implícito en la evolución constitucional en materia 
educativa, por ejemplo, en el ámbito del financiamiento, resulta 
evidente la necesidad de ampliar el contrato social con actores de 
todos los sectores de la sociedad y, por tanto, de fortalecer las con-
diciones para el ejercicio de la autonomía.

En la medida que su vinculación se amplía y diversifica con 
actores y modalidades intangibles inimaginables hace un lustro, 
la voz y el actuar de la universidad debe irrumpir con claridad. 
La autonomía instaura el espacio que la universidad requiere para 
responder a los desafíos que le impone el concierto de la sociedad 
contemporánea, distanciada de acciones que la desborden y per-
viertan su esencia. 

Desde sus inicios, la universidad ha mantenido rasgos que 
la arraigan a su origen y ha tratado de irse adaptando a situacio-
nes nuevas. Ante la realidad imperante, aunada a la vertiginosidad 
de transformaciones sociales vinculadas al desarrollo tecnológico, 
la universidad debe conservar, memorizar, integrar, ritualizar una 
herencia cultural de saberes, ideas y valores, la cual se debe re-
generar, reexaminar y actualizar; como lo sostiene Edgar Morin 
(2004), la universidad es conservadora, regeneradora y generado-
ra. En virtud de ello, la universidad, siguiendo a Morin, tiene una 
misión y una función transeculares que, por medio del presente, va 
desde el pasado hacia el futuro.

La universidad –máxime cuando es pública y autónoma– no 
puede ni debe renunciar a su tradición de fomentar la libre discu-
sión de las ideas que aún en sus orígenes religiosos prevaleció; la 
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discusión intelectual se convirtió en una práctica cotidiana y esa 
tendencia debe prevalecer. No obstante, aunque esa fuerza intelec-
tual y cultural es valiosa per se, puede resultar inerte si no trasciende 
el contexto en el que se encuentre inmersa. Y dicha trascendencia 
debe guiar en lo colectivo y en los grandes proyectos, pero también 
en lo individual y en lo cotidiano. Bertrand Russell (2000: 482-483) 
puso de relieve el papel del científico: por más trascendente que 
sea su conocimiento y sabiduría es ante todo ciudadano y como tal 
debe tomar conciencia de su deber no sólo intelectual sino también 
ético, en tanto al uso y destino de sus aportaciones.

El pacto social que enarbola la autonomía universitaria man-
tiene su vigencia y legitimidad en tanto haga prevalecer su esencia 
y permanezca atenta, abierta y actuante, acorde con la realidad 
imperante de su tiempo, no sólo para interpretar las cambiantes 
condiciones y escenarios que impone la sociedad contemporánea, 
sino también para orientar el rumbo y sugerir cómo deben suceder 
los fenómenos y transformaciones sociales. Tal obligación, aunada 
al compromiso con los derechos humanos, en específico desde la 
perspectiva del acceso universal establecido en la reforma constitu-
cional, que implica fortalecer su capacidad para acoger efectivamente 
la pluralidad de vocaciones personales que se gestan en el seno de la 
diversidad cultural en plena explosión, encuentra su expresión más 
fehaciente en el principio de pertinencia. 

La pertinencia social de la universidad, que se construye 
a través de todas sus funciones esenciales, es uno de los frutos 
más preciados de la autonomía; una resultante eminente del bino-
mio autonomía y responsabilidad. Ofrecer estudios que resulten 
acordes a las necesidades de la sociedad es un acto de salvaguar-
da y promoción del derecho humano a la educación, tanto en lo 
individual, en la medida que la persona, al egresar cuenta con 
oportunidades para ejercer su profesión, y en lo colectivo, en 
cuanto a que la sociedad podrá recibir los beneficios profesionales 
que resulten adecuados para su mejor desarrollo y la atención de 
su agenda de problemas prioritarios. 

Por ello, es importante subrayar que la pertinencia concierne 
a los requerimientos que son de la sociedad y no de uno solo de 
sus sectores. La pertinencia no debe limitarse en relación con lo 
que requieren algunas áreas del sector productivo. Desde luego que 
son necesarias las ingenierías que atiendan tal sector, pero también 
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la sociedad requiere de los beneficios de las humanidades, de las 
artes; de todas las áreas de conocimiento, de manera adecuada, 
ordenada, proporcional y acorde a los requerimientos que el con-
texto demande.

Aprendizajes desde la coyuntura

El título de la obra que convoca estas líneas invita a considerar 
la idea de coyuntura bajo la segunda acepción que sugiere la Real 
Academia de la Lengua Española: “Oportunidad favorable para 
hacer algo”. En tal sentido, la universidad tiene el deber de apro-
vechar el modo en que la situación global que atravesamos le ha 
extraído de su zona de confort. No debe esperar a otra ocasión para 
repensarse, revisarse y renovarse profundamente, sin desvirtuar su 
esencia y bajo el más honesto espíritu de humildad.

Tanto en el aprovechamiento de las tecnologías de la in-
formación y la comunicación, como en las acciones que pudieron 
coadyuvar a una mejor prevención y más oportuna contención de 
la pandemia, es posible reconocer que las universidades habíamos 
emprendido el camino, y contábamos con numerosos recursos en 
diversas etapas de desarrollo. Más allá del hecho que, en mayor o 
menor medida, hemos aportado soluciones, queda claro que te-
níamos la capacidad de adelantarnos y de ofrecer mayores recursos 
para la resiliencia social. 

Es momento para recuperar los espacios perdidos a causa 
del estancamiento en nuestras prácticas académicas e intelectuales 
tradicionales, individuales y colectivas; a causa de olvidar que nues-
tro prestigio, por más legítimo que sea, no es un objeto que debe 
atesorarse en el museo, sino un patrimonio institucional sobre el 
que se construye un mejor futuro para todas las personas. Es hora 
de recuperar la humildad que nos otorga la capacidad de conti-
nuar aprendiendo de la experiencia, de los propios errores y de 
los demás, bajo la certeza de que la capacidad de autocrítica y el 
reconocimiento de que será por siempre un proyecto inacabado 
confieren a la universidad mejores condiciones de progreso.

En el ámbito de la gobernanza y la gestión institucional, 
es relevante aumentar la sensibilidad que nos permita distinguir 
aquello que es verdaderamente prioritario de lo que es accesorio 
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e incluso prescindible, trascendiendo las condiciones y factores de 
presión que tanta energía institucional consumen en la búsque-
da de legitimación interna y externa, como muy bien lo expone 
Adrián Acosta Silva, en su acertada aportación a este libro, titulada 
“Autonomía y gobierno institucional”.

Las condiciones limitadas para la interacción interpersonal 
presencial deben estimular el diseño de nuevos modelos de encuen-
tro, de participación, de organización y de gobierno, basados en 
el diálogo abierto, participativo e inclusivo, así como en el respeto 
y la solidaridad que permita sumar todo el talento y riqueza de 
la diversidad que distingue a las comunidades universitarias; espe-
cialmente en un momento en que están llamadas a conducirse de 
manera ejemplar y a la práctica de un esquema axiológico universal 
y tolerante, al interior y al exterior de ella, propicio para la cons-
trucción de una cultura para la paz, así como de la sustentabilidad 
integral, la igualdad, los estilos de vida saludables, la biodiversidad 
y la conservación del patrimonio y los entornos culturales. En este 
sentido, es de suma importancia construir en forma colaborativa 
con la comunidad estudiantil los puentes y espacios que amplíen 
y fortalezcan su participación en todos los ámbitos del quehacer 
universitario, y que sean complementarios a los esquemas de re-
presentación en los órganos colegiados de gobierno, sin desestimar 
ni sustituir el papel esencial de éstos en la vida de las instituciones. 

En la medida que la autonomía se nutre de la fuerza endó-
gena y exógena resultante de la renovación y fortalecimiento de la 
identidad, la unidad y la solidaridad universitaria, se convierte en un 
atributo que enriquece todo su quehacer en el plano de la cotidiani-
dad. Cuando esto así sucede, dicha riqueza se transfiere al modo en 
que la universidad se vincula con todos los diversos sectores y esfe-
ras de la sociedad. Los frutos de una interacción, gradualmente más 
abierta, asidua, sistemática y pertinente, ofrecen a las comunidades 
los mejores motivos para valorar, promover, defender y celebrar la 
autonomía como un patrimonio que les es propio. 

La sinergia multisectorial de colaboración corresponsable, a lo 
largo de toda la cartografía del desarrollo sostenible, también condu-
ce aire fresco a la cultura de la vigilancia y la responsabilidad social, 
así como a la operación de los mecanismos para el aseguramiento de 
la transparencia y la rendición de cuentas, entre otras medidas políti-
cas de combate a la corrupción. Las universidades cuentan con todos 
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los medios para consolidarse de manera legítima como la mejor in-
versión posible de la sociedad y del Estado, a nivel mundial.

En síntesis, las universidades tenemos la oportunidad de al-
canzar un grado de pertinencia social sin precedente en la historia 
de la humanidad. Por supuesto, como la más alta expresión de ser-
vicio corresponsable a la sociedad a la que nos debemos y que tiene 
su fundamento en una forma de comprender y vivir la autonomía 
que aprendimos mediante la superación de la coyuntura más com-
pleja registrada en lo que va de este siglo xxi.
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